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COSTA RICA: CONSTRUYENDO UNA CULTURA POLÍTICA CIUDADANA 

EN LA NUEVA REPÚBLICA PARTICIPATIVA  

RESUMEN 
En Pococí, hace seis años, tomó forma una nueva visión organizativa que posteriormente sería un Movimiento Ciudadano. Cuestionar la respuesta y el enfoque gubernamental sobre el problema para enfrentar los actos delictivos fue el punto de partida que da paso a poner en marcha un modelo innovador y desafiante, que aplica de manera creativa las potestades constitucionales que emergen desde el 2003, cuando se transforma nuestra República en una participativa. Con metodología e ideas propias, con una participación de mujeres y jóvenes que ronda el 95%, han consolidado el único proceso de Rendición de Cuentas en el país, donde comparecen cada seis meses los poderes del Estado y la institucionalidad para responder a las inquietudes de una ciudadanía que se reconoce y se asume como El Soberano. La fuerza de su accionar radica en el descubrimiento del “Yo”, de que son sujetos capaces de construir poder, generar propuesta y transformar. 
Descriptores: “Yo”, El Soberano, transparencia, Rendición de Cuentas, empoderamiento, poder, potestad, democracia participativa, autoritarismo, cultura política 
El  derecho a la rebelión es el ejercicio válido y legítimo que se da, cuando los gobernantes violan el pacto social sobre el cual se apoya su autoridad. 

Dicho en otras palabras. Cuando el Derecho no da soluciones a los problemas de los pueblos, los pueblos dan soluciones que no son de Derecho.

Esta exposición tiene como tarea dar a conocer las experiencias de una ciudadanía que descubrió que era posible romper paradigmas; que aún en las asimetrías que la desigualdad social impone, existen las capacidades y los recursos humanos necesarios para asumir el desafío de construir procesos desde las personas, para recuperar el poder usurpado, para propiciar una nueva forma de hacer desarrollo desde la participación activa de la ciudadanía en la toma de decisiones.  

El Boulevard de Guápiles en el 2009, era una acera de cien metros de largo financiada con recursos de los comerciantes y construida sobre la abandonada línea férrea -que Minor Keith había construido en el siglo XIX bajo un contrato leonino-; pasaba al frente de sus negocios, el fin era embellecer su entorno, pues era el corazón del comercio cantonal, ahí se congregaba la ciudadanía diariamente a hacer sus compras, en paz y con total tranquilidad. Uno de los protagonistas de este proceso es Don Secundino Bustillo Lazo, un salvadoreño que llegó a Costa Rica hace más de una década y adoptó nuestra patria como suya, es de esas personas que tienen más sentido y más responsabilidad de patria que algunos costarricenses. Vivía angustiado de ver en lo que se había convertido el “Boulevard” y todos los alrededores. Desde 1990, el ambiente fue cambiando paulatinamente, a la vista y paciencia de comerciantes, ciudadanía y autoridades. Ahora era tierra de traficantes, malvivientes y prostitutas; lo más agobiante era la impunidad con la que se movían, pues las fuerzas policiales y judiciales “no actuaban con eficacia” al decir de la ciudadanía. El gobierno local (Alcalde y Concejo Municipal), se hacían de la vista gorda, pues estaba establecido –bajo un código de miedo- que el que intentara modificar la situación era seguro que lo “podían matar”, “razón” convenientemente suficiente para no intervenir. En nuestros pueblos, sabemos quiénes son los delincuentes, así como los funcionarios corruptos y la ciudadanía que los respalda, que propician y se ufanan de la impunidad que construyen y que los protege; sólo las autoridades políticas, judiciales, policiales, sindicales y comunales alegan desconocerlo. 

El ejercicio de los derechos políticos en la cotidianidad ciudadana, están determinados por la permisividad que la clase política dominante considera adecuada y en la medida en que el ejercicio de su poder no se vea afectado. Lo manipula mediante las acciones necesarias para el control social y lo que no traspase el control de su poder, pues desde el punto de vista de las élites, la hegemonía del poder es su responsabilidad. El control de la ciudadanía se garantiza en la reproducción permanente desde las estructuras básicas de la sociedad como la jerarquía del estado, la religión, también de construcciones sociales como la familia que reproducen y reafirman lo que la sociedad debe ser. Este control social que logra legitimar e interiorizar la resignación en las personas –porque es el hecho natural, dado por Dios-, de someterse a los niveles de desigualdad social a que han sido condenados y a aceptar la exclusión para participar en la toma de decisiones sobre el destino del país, es lo que configura una forma muy particular de la clase política, para mantener la paz en Costa Rica y ser un país feliz.
La institucionalidad que administra el país se reinventa y construye desde el 48, después de la revuelta armada; ésta permite el reacomodo de la clase política y su legitimación se sustenta esencialmente en una democracia representativa de poder delegado –al fin y al cabo ese fue el detonante de la escaramuza militar-, donde efectivamente en las urnas y procesos electorales, cada persona al emitir su voto, acepta entregar su poder para transferirlo a otro; la semilla de una nueva democracia nace abonada con la sangre y el odio de una nación dividida. El papel del acto es legitimar el “nuevo orden que la democracia impone” sustentado en la decisión de la mayoría, como parte del acto individual, libre y soberano que da el libre albedrío; la clase política logra lo que en otras latitudes es imposible, sin ejército, construir un país, una nación, una soberanía, donde la paz y la felicidad son el emblema nacional. El columnista del periódico La Nación, Enrique Benavides, lo resumía muy bien un día de los 70`s: en Costa Rica no es necesario un golpe de estado para quitar un gobierno, la gente solo piensa en las próximas elecciones.
Esta construcción institucional, fue consolidando a lo largo del tiempo, el precepto de la autoridad y el poder del funcionario, así como el de la institucionalidad sobre el administrado, lo que deriva en el autoritarismo y con ello la oportunidad del arraigo y establecimiento de la corrupción y la impunidad. La institucionalidad pasó a ser, en manos de quienes sustentaban el ejercicio del poder, un instrumento electoral que generó una burocracia que se alejó de los postulados weberianos para terminar siendo una clase social dominante incrustada en el estado. 

A diferencia de otros países centroamericanos, por ejemplo, la clase política permite la organización sindical, ésta se fortalece principalmente en la institucionalidad, más como una representación de las fuerzas político partidarias que compiten a nivel nacional, que como una necesidad autónoma de los intereses de clase que dicen representar, lo que propicia el surgimiento de una clase sindical que no logra siquiera interesarse desde hace veinticinco años en encontrar sus cuadros de relevo. Junto a las cámaras patronales y financieras pasan a ser considerados los grupos de interés políticamente más pertinentes. La democracia que la clase política había establecido, se hace pedazos día con día y con ella el descrédito institucional y sindical. Los esfuerzos por enmendar el daño, traen desde hace tiempo un debate público de la necesidad de convocar una constituyente; miedos de un lado y sustos del otro, han derivado solo en pequeños parches, pegostes más bien, que buscan satisfacer egos políticos e intereses económicos, más que solventar un marco constitucional que se ajuste a los desafíos de los nuevos tiempos y a solventar el punto de vista de una ciudadanía que al amparo de las nuevas tecnologías, se percata de cómo se construye ciudadanía en otros lares.
En este devenir, después de muchos esfuerzos y jaleos legislativos, hace doce años, el 31 de julio del 2003, se aprueba la reforma constitucional del Art. 9 que establece la condición de participativa a nuestra República y del reconocimiento del ejercicio del papel del pueblo y el ciudadano como El Soberano, también surge la figura del referéndum, muy a pesar del Tribunal de Elecciones. A ello se sumaba la modificación constitucional del Art. 11 en el 2000, impulsada con decisión personal por el entonces presidente Miguel Ángel Rodríguez, que establecía la obligatoriedad bajo responsabilidad penal de los funcionarios públicos de rendir cuentas y demostrar el impacto de su gestión y el reconocimiento de que el funcionario público –al mejor estilo de Rouseau- es un simple depositario de la ley.  
La situación del país suma todos los días desde los 70´s, un deterioro del modelo económico, que se profundiza con la puesta en marcha de los Planes de Ajuste Estructural que Oscar Arias impulsa con convicción en el 86. La corrupción y la impunidad como nuevas culturas fueron el sustrato para que el narcotráfico ya en el gobierno anterior anunciara que había echado raíces. La guerra que en Centro América impulsa el gobierno de Reagan para retomar su traspatio, se suma a las atrocidades de lo que luego se conocerá como la década perdida. 
Las provincias y cantones, unos más que otros, tuvieron poca capacidad para acomodarse en la situación, las áreas rurales en especial la de Limón, sufrieron la peor parte. La expansión bananera primero que despojó de sus tierras a los pequeños propietarios y la piñera después, sumada a un gran éxodo desde la metrópoli al caribe en procura de casas de interés social promovida por los grupos económicos deseosos de consolidar sus nuevos desarrollos, así como el pésimo desempeño institucional, propiciaron desde el 82 a la fecha, las condiciones de una profunda desigualdad social y una violencia de muchas aristas, que la prensa solo etiqueta de alta inseguridad. Una cultura de corrupción e impunidad donde funcionarios de todo nivel aparecen en la prensa denunciados y el ejercicio electoral tiene como sombra el abstencionismo, hacen que la ciudadanía perciba un estado casi anómico, donde la institucionalidad ya  no es necesariamente su referente válido.
Esta situación de desigualdad social y violencia se profundiza en Pococí, cantón que es calificado como el segundo más violento del país
 y el de mayor crecimiento poblacional -un 43%- y la pobreza ronda el 30%
, solo para citar algún dato.  
Ya dijimos que buscamos poner en evidencia el avance de un proceso que tiene frutos para distintas investigaciones e interpretaciones sobre las formas alternas y la generación de nuevos paradigmas sustentado en conceptos irreverentes y creativos sobre la articulación y organización de las personas, no por sectores económicos o productivos como ha sido la forma tradicional de entender la organización social, sino como individuos que conviven y que tienen distintas aspiraciones y percepciones personales sobre el desarrollo, su entorno, el país, la clase política y la generación de oportunidades, las relaciones entre los unos y los otros. Tampoco por procesos académicos concebidos, a partir de que los cambios son de abajo hacia arriba, procedimientos que hasta la fecha no han demostrado resultados, pues tienen como norma aceptar como válida la exclusión per se en la participación en la toma de decisiones, aquí el proceso es inverso, es de arriba hacia abajo, es una disputa de poder entre quienes lo reclaman como suyo ante los que lo usurparon. Menos por aspectos reivindicativos como atesoran los movimientos sociales, sino por la lucha política abierta, en procura de reconocerse y construirse como sujeto de poder, de asumirse El Soberano, de reconocer que debe y es posible accesar el conocimiento para participar en la toma de decisiones. Es una ciudadanía que se impone eliminar de su lenguaje diario la palabra “pedir”, por la construcción social de sumisión y clientelismo político que conlleva frente a las estructuras políticas, económicas e institucionales. Es el relato de una ciudadanía dialógica que deconstruye todos los días el modelo económico e ideológico –que la excluye y la secuestra-, usando como armas lo que el sistema establece como válido, la Constitución, la ley y la experiencia que enseña la gestión en la construcción de empresa. Es este un movimiento de personas –principalmente mujeres y jóvenes- que se forjan en el empoderamiento cuando descubren cuál es su entorno y que ahora les pertenece absolutamente. Es también y principalmente vencer el miedo, primero el miedo a sí mismos –el miedo al “Yo”, a irrespetar la voz del amo, el principal de los miedos-, a los funcionarios públicos y a la institucionalidad. Es vencer la campaña del miedo y de la inseguridad para establecer el control social, que se sustenta en la amenaza, la desconfianza, la peligrosidad que puede representar mi par. Es no ceder mi libertad a cambio de seguridad; tiranía en democracia la llamó Oscar Arias, como algo necesario para traer el orden y el progreso a nuestro país. Se deciden a poner en marcha la Cultura de Rendición de Cuentas y Medición de Impacto, a sacar a la luz lo que está oculto, a develar el secreto en que se mueven las decisiones de la clase política en las estructuras de poder, para asignar los presupuestos del desarrollo y las oportunidades. Se preocupan por conocer las potestades de que gozan y el principio del deber que les acompaña, pues no esperan que ningún gobierno les resuelva sus problemas, entienden que su responsabilidad es construir un concepto de vida, su vida, su concepto, para lograrlo se sustentan en su principio de acción: “el factor de cambio soy “Yo”. Si “Yo” cambio lo demás cambia”. 

Fue la actitud de Don Secundino de resolver ese estado de cosas, lo que propició el nacimiento del Movimiento de Ciudadanía que Construye Territorios Seguros, la necesidad de recuperar los entornos y apropiárselos, primero de la delincuencia común, después de la institucional. Nació por la necesidad de un grupo de comerciantes, derivó hacia la ciudadanía y se hicieron dueños del modelo, ahí se construyó metodología, se generó experiencia y se toma la decisión de replicar el modelo en Sarapiquí y también en Heredia, Guácimo, así como a responder a las invitaciones de diferentes partes del país para compartir la experiencia. Hoy la Ciudadanía Construye más de trecientos Territorios Seguros en esos lugares y sus temas de acción son lejanamente los de seguridad policial, por el contrario, los temas son la aplicación de la administración de la justicia, el manejo de los fondos públicos, la capacitación para forjar oportunidades, la defensa del adecuado uso de los fondos públicos, el principio del deber y de la responsabilidad ciudadana en el ordenamiento nacional, su preocupación diaria es entender que “Yo” soy el factor de cambio, que si “Yo” cambio, lo demás cambia, que ningún gobierno me resolverá los problemas, “Yo” soy el responsable de mi transformación.

Este principio, parte de un concepto integral, no es el yo individualista, es el “Yo” persona, pues se requiere rescatar la autoestima, reencontrarse la persona consigo misma, redescubrirse, reencontrarse, para entender que posee Poder y resignificar la dimensión de eso, pues no ha sido preparado para ejercer poder, su poder, sino para reverenciar a quien lo usurpó; que tiene que prepararse para conocerlo y saber acrecentarlo. Es el “Yo” del apego y la distancia. El que descubre que cuando nos determinan en el concepto “nosotros” con el que nos han educado y condicionado socialmente –juegan en esto un papel importante las ONG´s y organizaciones sociales-, “Yo” soy invisible y estoy determinado por “otros”, que son los que validan mi existencia y mis actuaciones –el “otro generalizado”-; en esta determinación social, “Yo” no puedo realizar ninguna acción sin el permiso o reconocimiento de “otros” o de “ellos”, su condena, su permiso, es lo que me determina ser parte de la sociedad, el miedo a la exclusión, al etiquetamiento, reprime la disensión y mantiene el control social. Es resignificar conceptos, pues el “nosotros” del Movimiento es protagónico, es el que surge del bien común, la solidaridad y la construcción de un nuevo tejido social fruto de ese compromiso y acuerdo del encuentro de las personas que se asumen El Soberano, que han descubierto su “Yo” y hacen confluir sus intereses. 
Tal vez por esto el Movimiento está constituido principalmente por mujeres y jóvenes –será tema de una investigación adicional- porque son los sectores más excluidos y los que tienen que mucho para ganar porque casi todo lo han perdido. En una ocasión Orleny Ruth, del Territorio Seguro Kamuro, decía “a los hombres no les atrae lo de Territorios porque aquí no hay jerarquías” –esto a raíz de que la organización interna de cada Territorio no admite jerarquías, pues es una reunión de El Soberano y no hay uno más soberano que el otro- cada uno debe asumir sus responsabilidades; cada Territorio es autónomo en sus decisiones y actuaciones, pero puede convocar a otros Territorios ante temas donde requiere ampliar el ámbito de acción, por ejemplo la salud, el destino y uso de los recursos de asistencia social, la aplicación de la justicia. 

Lo que le da unidad en la acción al Movimiento es la metodología denominada “La Dinámica de los Triángulos”, ésta se desarrolló ante la necesidad de tener un instrumento sencillo que permitiera poder razonar, explicar y aplicar las respuestas a los problemas o situaciones en las que la persona considera debe intervenir para construir su concepto de vida; esta intervención se hace desde el punto de mira de El Soberano. Es una explicación gráfica sencilla, que se ha fortalecido con los aportes que en el transcurso del proceso, distintas personas del Movimiento o investigadores como Juan Pablo Pérez Sainz han enriquecido. Se basa en tres triángulos que representan y explican en su orden, la condición que depara la democracia y la república representativa que considera excluida la ciudadanía en la participación en la toma de decisiones y que da pie al autoritarismo que ejerce la burocracia por el poder que le confiere el excedente social; la ciudadanía ya una masa, es remitida a la dependencia y el clientelismo a través de la condición de “pedir”. Otro triángulo aporta las enseñanzas que da la gestión empresarial, el ejercicio del poder, la conciencia del deber, ser el mejor al construir empresa; el tercero explica la responsabilidad de la condición de El Soberano, su empoderamiento, asumirse y construirse como tal; aprender a tomar las riendas y ejercer su autoridad, de salir de la condición de secuestro a que ha estado sometido para rescatar y asegurar su libertad y hacer valer sus potestades
Es la construcción de una ciudadanía desde la ciudadanía, que se reconoce dueña del proceso pero que debe aprender a hacer valer su poder, administrarlo y fortalecerlo. Que considera que su condición de El Soberano es indelegable y que los que ocupan puestos de elección popular, son simples funcionarios depositarios de la ley, como establece el Artículo 11 constitucional. No es este proceso como el que pretenden algunos de establecer una participación ciudadana basada en la consulta, cual si fuera una concesión graciosa del funcionario. Todo lo contrario, el haber logrado establecer un proceso sostenido que se depura evento tras evento y único en el país, hacen de la Actividad de Gala de Rendición de Cuentas y Medición de Impacto, que se realiza dos veces al año y que en este setiembre realizan la XII Actividad, una demostración de que esta ciudadanía logró poder de convocatoria y capacidad organizativa, pues al evento comparecen los Presidentes de los poderes, Magistrados, Ministros, Presidentes Ejecutivos, universidades, empresas, en fin, más de setenta instituciones participan en una actividad convocada y organizada por la ciudadanía, que además logró constituir un Equipo Técnico integrado por el Programa Estado de la Nación, la Defensoría de los Habitantes, la Vicerrectoría de Acción Social de la UCR y Asoproseco para manejar la parte metodológica del evento. 

Es esta una ciudadanía dialógica que descubrió que los paradigmas se pueden romper,  a diferencia de lo que se acostumbra, para Construir el Territorio se requiere solo una persona, el territorio aquí es la dimensión geográfica que establecen los actores, la fortaleza no es el número, es la conciencia; tampoco requiere de personería jurídica, pues El Soberano es la persona misma, no el Movimiento y ella se representa a sí misma no a otros; como dijimos anteriormente no existen jerarquías, pues no existe una persona más soberana que otra, todos tienen que asumir la responsabilidad de sus acuerdos. La deconstrucción implica racionalizar que las instituciones y funcionarios están debajo de El Soberano, no arriba de él. El proceso de asumir sus potestades puede implicar un conflicto de poder, especialmente con aquellos funcionarios corruptos, pero acaso el poder no significa eso, la hegemonía del uno sobre el otro, en este caso, del que paga lo necesario –aún a costa de su miseria- con los impuestos para que el aparato estatal funcione, por eso aprende a exigir transparencia –como el Artículo 14 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789 lo establecía y lo refrenda el 11 constitucional- y una explicación adecuada del impacto de la gestión.

De los temas de interés particular que fueron en el 2010, ya se avanza a los temas transversales que son administrados por Comisiones: la salud, la aplicación de la justicia, los derechos de los niños, la aplicación de la Ley de Gestión Integral de Residuos Sólidos, la vivienda, etc.
Todavía más sorprendente es que el Movimiento no tiene como norma predicar sobre la experiencia, sino que su crecimiento proviene del interés que demuestran las personas de un lugar por cambiar su situación, a los interesados les toca convocar y organizar la reunión en su lugar, pues como dijimos, cada Territorio es autónomo y debe responder por su gestión, pero sobre todo, son dueños absolutos de su proceso.   
Recientemente FLACSO concluyó un estudio comparado en Centro América en comunidades urbanas que viven exclusión social y violencia
, donde se hace referencia a la experiencia y resultados organizativos del proceso y de las necesidades de mejorar métodos y propuestas, quienes participan están conscientes de eso y trabajan por mejorar el proceso cada día.

La tarea ahora es ir a aprender, entender, explicarnos las circunstancias que permitieron el surgimiento de este Movimiento, que ya avanza lentamente hacia otras partes del país, de la mano de quienes se asumen El Soberano. Analizar los efectos del proceso de reproducción que vive. 

El aporte de esta experiencia radica en la forma en que se innovan los criterios para organizarse y articularse. De la forma de concebir los procesos de participación en la toma de decisiones y demostrar que fuera de las redes sociales, la ciudadanía que no tiene acceso a ellas, tiene capacidad de romper paradigmas y proponer desde el interés claro del poder que le corresponde, como ejercerlo para poner en la dirección correcta –según su criterio-, el accionar institucional, sin que esto signifique aumentar los presupuestos, sino todo lo contrario, racionalizar el gasto y ser efectivo en el impacto, como el empresario responsable que vigila su empresa y de la que espera los mejores resultados, en la que invierte todos los días, su gran empresa: Costa Rica.
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